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La práctica de la desaparición forzada 
ha marcado la historia reciente del he-

misferio americano, extendiéndose como 
fenómeno sistemático y generalizado en 
muchos países de la región.

Ya la Organización de Estados Americanos 
–OEA– en 1983, calificó la desaparición 
forzada como “afrenta a la conciencia del 
hemisferio y crimen de lesa humanidad”. 
Desde el primer caso contencioso resuelto 
por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en 1988, la jurisprudencia del 
sistema interamericano en esta materia ha 
sido pionera en el derecho internacional, 
estableciendo estándares sobre las obli-
gaciones específicas de los Estados para 
prevenir, investigar y sancionar las des-
apariciones, asi como lineamientos para su 
reparación integral.

Con la adopción en 1994 de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada 
de Personas, los Estados de la OEA consa-
graron, por primera vez en el derecho inter-
nacional, este delito con carácter autónomo 
en un documento vinculante. Este paso fue 
seguido doce años más tarde por la comuni-
dad internacional, con la adopción en 2006 
en Naciones Unidas, de la Convención In-
ternacional para la Protección de todas las 
Personas contra la Desaparición Forzada.

A pesar de estos avances, los Estados tienen 
aún un largo camino por recorrer, no sólo 
para investigar y sancionar a los autores, 
cómplices y encubridores de este delito, sino 
también para esclarecer el paradero de las 
miles de víctimas cuyo destino aún se des-
conoce, y prevenir eficazmente esta práctica, 
que todavía subsiste. Ello requiere que los 

Estados ratifiquen y cumplan cabalmente las 
obligaciones derivadas de los tratados en la 
materia, adoptando legislación e implemen-
tando políticas públicas y otras medidas ade-
cuadas para erradicar el delito de la desapa-
rición forzada. 

Un primer deber de los Estados pasa por 
la ratificación de la Convención Interame-
ricana –Chile y Brasil, firmaron pero no ra-
tificaron, y otros como Haití, El Salvador, 
República Dominicana, Canadá, y Estados 
Unidos aún no han firmado ni ratificado–. 
Asimismo, se debe alcanzar una plena ra-
tificación de la reciente Convención apro-
bada en Naciones Unidas, dado que cubre 
aspectos jurídicos importantes que no están 
incluidos en la Convención Interamerica-
na, por ejemplo los derechos de las perso-
nas que denuncien casos de desapariciones 
forzadas. A nivel americano sólo la han 
ratificado Argentina, México, Honduras, 
Bolivia, Cuba, Uruguay y Ecuador. 

Un gran número de Estados todavía no ha 
cumplido con la obligación, contenida en 
ambas Convenciones, de tipificar adecua-
damente el delito de desaparición forzada 
en sus códigos penales. En otros casos, 
existe tipificación pero no refleja los es-
tándares internacionales en la materia. 
Esta falencia ha llevado a que en ocasio-
nes se investiguen y procesen desaparicio-
nes forzadas como delitos de secuestro, 
homicidio, lesiones, tortura u otras figuras 
recogidas en los códigos penales naciona-
les. La incorrecta aplicación de los tipos 
ha tenido fatales consecuencias en los 
procesos, desde que se declare la prescrip-
ción del delito, a que se absuelva a los res-
ponsables por falta de pruebas aplicando 

un estándar desproporcionado, sin tener 
en cuenta la naturaleza de la desaparición, 
caracterizada precisamente tanto por ser 
un delito continuado como por la falta de 
información sobre las circunstancias en 
que desapareció la víctima. Los Estados 
tienen la obligación de tipificarlo tenien-
do en cuenta los elementos que contienen 
ambas Convenciones internacionales es-
pecíficas en la materia. 

De acuerdo a dichos tratados, el tipo de 
desaparición forzada incorporado en las leyes 
nacionales, debería contener los siguientes 
elementos: a) el sujeto activo del delito, 
definido como personas o grupos de personas 
que actúen con la autorización, apoyo 
o aquiescencia del Estado; b) el arresto, 
detención, secuestro o cualquier otra forma 
de privación de libertad; y c) la negativa de 
reconocer la detención y revelar la suerte o el 
paradero de la persona detenida. Es importante 
también que se reconozca su naturaleza de 
delito continuado que permanece mientras no 
se esclarezca el paradero de la víctima.

Pese a algunos avances, la completa erra-
dicación de esta práctica exige un mayor 
esfuerzo de los Estados, que se debe refle-
jar en la ratificación sin reservas de ambas 
Convenciones específicas en la materia, y 
la adopción de medidas legislativas y de 
otro tipo encaminadas a cumplir cabalmen-
te con todas las disposiciones de dichos 
tratados, incluyendo la remoción de cual-
quier obstáculo de hecho o de derecho que 
impida una debida investigación y sanción 
de los responsables. Desafortunadamente, 
lejos de haberse superado, algunos Estados 
de la región todavía favorecen la aplicación 
de dichas eximentes.

La desaparición forzada de personas en el  
Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos
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TEMAS DE DERECHOS HUMANOS

La Convención Internacional para la Protección de todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas -adoptada por 
unanimidad por la Asamblea General de la Organización de las 
Naciones Unidas en diciembre de 2006- consagra, por primera 
vez de manera autónoma, el derecho de las víctimas a saber la 
verdad sobre las circunstancias en que ocurrió la desaparición, 
los resultados de la investigación, y la suerte de la persona 
desaparecida. Asimismo, exige a los Estados adoptar las 
medidas apropiadas para la búsqueda, localización y liberación 
de la persona desaparecida y, en caso de fallecimiento, la 
exhumación, identificación y restitución de sus restos.

El continente americano ya contaba con otro instrumento inter-
nacional específico en la materia, y aunque el texto de la Con-
vención Interamericana sobre Desaparición Forzada no recoge 
de manera específica esta obligación, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos ha establecido -en reiterada jurispruden-
cia- que el deber de investigar en casos de desaparición forzada 
incluye realizar todas las acciones necesarias para determinar 
el destino de la víctima mientras se mantenga la incertidumbre 
sobre su paradero. 

A pesar de ello, esta obligación ha sido masivamente incumplida 
por los Estados, en parte porque éstos se han limitado a la reali-
zación de diligencias practicadas dentro de los procesos penales 
internos abiertos contra los responsables de los hechos. Si bien 
dichos procesos pueden, y deberían estar encaminados a dilu-
cidar la verdad de lo ocurrido a las víctimas, en la práctica rara 
vez cumplen ese propósito. Los plazos de la justicia y los de la 
necesidad de saber son generalmente distintos, y el proceso penal 
tiende a utilizar las evidencias forenses como pruebas, y no como 
elementos destinados de manera más amplia a la localización de 
la víctima o la identificación y restitución de sus restos.

Ello se evidencia en casos emblemáticos que llegaron a la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, en los cuales, a 
pesar de la existencia de una sentencia condenatoria contra los 
responsables, sigue sin conocerse el paradero de las personas 
desaparecidas. Estas situaciones perpetúan el sufrimiento de 

los familiares de las víctimas, que lejos de verse plenamente 
reparados, están impedidos de cerrar el ciclo de duelo ante 
la falta de restos mortales y, en su caso, el entierro digno de 
acuerdo a las costumbres religiosas y culturales.

Ante esta situación, los Estados deben garantizar el derecho a 
saber de las víctimas, mediante el diseño e implementación de 
políticas públicas destinadas a la ubicación e identificación de 
los/as desaparecidos/as. Se debe afrontar esta obligación de ma-
nera multidisciplinar, más allá de las diligencias legales que sean 
necesarias llevar adelante, aplicando protocolos y prácticas pro-
fesionales para la recolección y sistematización de información 
esencial biológica y social de la persona desaparecida y la re-
cuperación de  información ante mortem disponible para apoyar 
una búsqueda eficaz; mediante la recolección de material gené-
tico que permita la realización de pruebas de ADN; la creación 
de bancos genéticos y bases de datos sobre el total de personas 
desaparecidas en una situación concreta; y la realización de todas 
las demás diligencias necesarias para satisfacer plenamente el de-
recho a la verdad. Estos pasos, que deben ser implementados ne-
cesariamente en coordinación con los familiares de las víctimas, 
siguiendo protocolos establecidos en la materia, y con la asis-
tencia de las numerosas organizaciones de la sociedad civil del 
continente que cuentan con la especialización cientifica necesaria 
en el campo de la antropología forense, son fundamentales para 
lograr la reparación integral en casos de desaparición forzada.

El Derecho a la Verdad y Reparación Integral:  
La Necesidad de un Nuevo Enfoque para la Identificación y Ubicación de las 

Personas Víctimas de Desaparición Forzada 



Desde su primera decisión en el Caso Velasquez Rodriguez hasta hoy 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha resuel-
to numerosos casos individuales que denunciaban prácticas estatales de 
desaparición forzada de personas. A traves de los mismos ha desarrollado 
estándares de protección para las víctimas y sus familiares, construyendo 
una importante jurisprudencia, algunos de cuyos puntos principales se 
exponen a continuación. 

La Desaparición Forzada: delito autónomo, 
pluriofensivo y continuado

Desde sus primeros casos, la Corte IDH ha considerado la desapari-
ción forzada como delito autónomo, con carácter permanente, y con 
elementos múltiples interconectados, estableciendo que la desaparición 
forzada de personas no sólo produce una privación arbitraria de la liber-
tad, sino viola la integridad y la seguridad personal y pone en peligro 
la propia vida del detenido, colocándolo en un estado de completa in-
defensión y acarreando otros delitos conexos (Corte IDH, Caso Gómez 
Palomino, párr. 92).

Por ello, la Corte IDH ha requerido que la desaparición forzada no se 
analice de manera aislada, dividida y fragmentarizada, sino como un con-
junto de los hechos que se presentan en el caso en consideración, a la luz 
de la jurisprudencia del Tribunal al interpretar la Convención Americana 
y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas 
(Corte IDH, Caso Heliodoro Portugal, párr. 112).

Por su carácter continuado, la Corte IDH ha considerado que aún en aque-
llos casos en que el delito se cometió antes que el Estado hubiera ratifi-
cado la Convención Americana de Derechos Humanos o la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada, la Corte tiene competencia 
para conocer del caso si los actos de la desaparición forzada continúan 
o permanecen más allá de la fecha de entrada en vigor de los tratados 
(Corte IDH, Caso Radilla Pacheco, párrs. 24 y 31).

Prevención de la Desaparición Forzada

La Corte ha establecido que “la privación de libertad en centros legal-
mente reconocidos y la existencia de registros de detenidos, constituyen 
salvaguardias fundamentales, inter alia, contra la desaparición forzada” 
(Corte IDH, Caso Anzualdo Castro, párr. 63)

En casos de privación de libertad seguida de desaparición, el hábeas cor-
pus presenta, dentro de las garantías judiciales indispensables, el medio 

idóneo para garantizar la vida de la persona y proteger su integridad per-
sonal (Ibid, párr. 72)

Responsabilidad del Estado en casos de 
Desaparición Forzada

La naturaleza del delito de desaparición forzada, se caracteriza por tener 
lugar de manera clandestina y por la falta de información, lo que conlleva 
gran dificultad probatoria para las víctimas. En aplicación de la inversión 
de la carga de la prueba, la Corte IDH ha establecido que, si se demuestra 
la existencia de una práctica de desaparición forzada impulsada o tolera-
da por el Estado y es posible vincular dicha práctica con el caso inividual 
-ya sea por prueba circunstancial o indirecta, o ambas, o por inferencias 
lógicas pertinentes- entonces la desaparición concreta se considera de-
mostrada (Corte IDH, Caso Bámaca Velásquez, párr. 130).

En casos en los que el Estado ha argumentado la falta de pruebas respecto 
a su responsabilidad, el Tribunal estableció que “el Estado, en cumpli-
miento de buena fe de sus obligaciones internacionales, proporcione la 
información necesaria, pues es él quien tiene el control de los medios 
para aclarar hechos ocurridos dentro de su territorio”, y que “cualquier 
intento de poner la carga de la prueba en las víctimas o sus familia-
res se aparta de la obligación del Estado señalada en el artículo 2 de 
la Convención Americana y en los artículos I b) y II de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada” (Corte IDH, Caso Gómez 
Palomino, párr. 106).

En cuanto al nivel de prueba requerido a las víctimas, la Corte ha seña-
lado que la prueba circunstancial, indicios y presunciones, resultan de 
especial importancia, ya que la desaparición forzada se caracteriza por 
procurar la supresión de todo elemento que permita comprobar el secues-
tro, el paradero y la suerte de las víctimas (Corte IDH, Caso Anzualdo 
Castro, párr. 38).

La Desaparición Forzada viola el derecho a la 
personalidad jurídica de las víctimas

A pesar de que la Corte IDH había reiterado en su jurisprudencia constan-
te que la desaparición forzada no vulneraba específicamente el derecho 
de la víctima a su personalidad jurídica, en un caso reciente la Corte deci-
dió reconsiderar su posición anterior, estableciendo que “la desaparición 
forzada puede conllevar una violación específica del referido derecho: 
más allá de que la persona desaparecida no pueda continuar gozando y 
ejerciendo otros, y eventualmente todos, los derechos de los cuales tam
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bién es titular, su desaparición busca no sólo una de las más graves 
formas de sustracción de una persona de todo ámbito del ordenamiento 
jurídico, sino también negar su existencia misma y dejarla en una suer-
te de limbo o situación de indeterminación jurídica ante la sociedad, 
el Estado e inclusive la comunidad internacional” (Corte IDH, Caso 
Anzualdo Castro, párr. 90).

La Corte entendió que la desaparición forzada, deja a la víctima en una 
situación de indeterminación jurídica que le imposibilita, obstaculiza o 
anula la posibilidad de ser titular o ejercer en forma efectiva sus dere-
chos en general, siendo ésta una de las más graves formas de incumpli-
miento de las obligaciones estatales de respetar y garantizar los derechos 
humanos (Ibid, párr. 101).

La prohibición de la Desaparición Forzada y el 
deber de investigar y sancionar han alcanzado 
carácter de ius cogens 

Ante la particular gravedad de estos delitos y la naturaleza de los dere-
chos lesionados, la Corte fue pionera al establecer que la prohibición de 
la desaparición forzada de personas y el correlativo deber de investigar-
las y sancionar a sus responsables, han alcanzado carácter de jus cogens 
(Corte IDH, Caso Goiburú y otros, párr. 84).

Los Estados tienen la obligación de investigar, ejercer la acción penal 
correspondiente, juzgar y sancionar a todas las personas que realicen 
conductas constitutivas de desaparición forzada (Corte IDH, Caso Gó-
mez Palomino, párr. 100). 

La Desaparición Forzada como crimen de lesa 
humanidad

Desde el caso Goiburú y otros, la Corte ha considerado que la práctica 
sistemática de desaparición forzada constituye un crimen de lesa huma-
nidad. En el caso La Cantuta, sobre la desaparición de nueve estudian-
tes y un profesor en Perú durante el gobierno de Alberto Fujimori, la 
Corte insistió en que la práctica sistemática de desaparición “supone el 
desconocimiento del deber de organizar el aparato del Estado para ga-
rantizar los derechos reconocidos en la Convención, lo cual reproduce 
las condiciones de impunidad para que este tipo de hechos vuelvan a 
repetirse”, y consideró que “la responsabilidad internacional del Es-
tado se ve agravada cuando la desaparición forma parte de un patrón 
sistemático o práctica aplicada o tolerada por el Estado, por ser un de-
lito contra la humanidad que implica un craso abandono de los princi-

pios esenciales en que se fundamenta el sistema interamericano” (Corte 
IDH, Caso La Cantuta, párr. 115).

En casos en que la desaparición forzada constituye un crimen de lesa 
humanidad, el Tribunal ha establecido que la necesidad de erradicar la 
impunidad se presenta como un deber de cooperación interestatal, que 
genera obligaciones erga omnes frente a todos los Estados para no dejar 
en la impunidad el delito, o bien juzgando en su propia jurisdicción, o 
colaborando con otros Estados, por ejemplo mediante la cooperación en 
materia de extradición de los presuntos responsables (Corte IDH, Caso 
La Cantuta, párr. 160).

Obligación de ubicar a las víctimas de Desaparición 
Forzada 

La Corte IDH ha establecido en casos sobre desaparición forzada que 
los familiares tienen el derecho a conocer dónde se encuentran los restos 
de su ser querido, y ha establecido que ello representa una justa expecta-
tiva que el Estado debe satisfacer con los medios a su alcance. También 
ha considerado que la entrega de los restos mortales constituye un acto 
de reparación en sí mismo porque conduce a dignificar a las víctimas, 
hacer honor al valor de su memoria, y permitir a los familiares dar una 
adecuada sepultura a sus seres queridos (Corte IDH, Caso Humberto 
Sánchez, párr. 187).

Por ello, sólo en casos en los que se hayan esclarecido todas las circuns-
tancias, incluyendo el paradero de la víctima o sus restos mortales, el 
Estado habrá proporcionado a las víctimas un recurso efectivo y habrá 
cumplido con su obligación general de investigar y sancionar, permi-
tiendo a los familiares de la víctima conocer la verdad (Corte ICH, Caso 
Trujillo Oroza, Reparaciones, párr. 109). El Tribunal ha advertido que la 
privación continua de la verdad por parte de los Estados constituye una 
forma de trato cruel, inhumano y degradante para los familiares cerca-
nos (Corte IDH, Caso Trujillo Oroza, Reparaciones, párr. 115 y 116).

Obligación de tipificar adecuadamente el delito de 
Desaparición Forzada

La Corte IDH ha insistido desde su decisón en el caso Gómez Palomino, 
que los Estados tienen el deber de tipificar el delito de desaparición for-
zada, considerando el artículo II de la Convención Interamericana sobre 
la Desaparición Forzada de Personas, donde se encuentran los elemen-
tos que debe contener el tipo penal en el ordenamiento jurídico interno 
(Corte IDH, Caso Gómez Palomino, párr. 96).

Jurisprudencia y Doctrina 



NUEVOs INtEgRaNtEs cOmIsIÓN 
y cORtE IDH  

En la XXXIX Asamblea General de la 
OEA, llevada a cabo en junio de 2009 en 
la ciudad de San Pedro Sula, Honduras, se 
renovaron las composiciones de la Comi-
sión y la Corte Interamericana.

Los 34 cancilleres de los Estados miem-
bros eligieron a los nuevos representantes 
de los órganos de protección de derechos 
humanos del sistema interamericano.

Los comisionados Víctor Abramovich, de 
Argentina; Paolo Carozza, de Estados Uni-
dos; y Clare Roberts, de Antigua y Barbu-
da terminan su mandato en diciembre de 
2009. En su lugar asumirán sus funciones 
en la Comisión a partir del 1 de enero de 
2010 Rodrigo Escobar Gil, de Colombia; 
José de Jesús Orozco Henríquez, de Méxi-
co; y Dinah Shelton, de Estados Unidos. 

Por otra parte el comisionado Florentín 
Melendez presentó su renuncia a la CIDH a 
partir del 30 de diciembre de 2009, por ha-
ber sido designado magistrado de la Corte 
Suprema de Justicia de su país. En su reem-
plazo el Consejo Permanente de la OEA –de 
acuerdo con el artículo 11 del Estatuto de la 
Comisión Interamericana- designó a María 
Silvia Guillén, salvadoreña, para completar 
su mandato hasta diciembre de 2011.

El 1 de enero de 2010 también comenza-
rán su mandato como los nuevos jueces de 

la Corte: Alberto Pérez Pérez, de Uruguay 
y Eduardo Vio Grossi, de Chile. Asimis-
mo, fueron renovados en sus cargos Diego 
García Sayán, de Perú y Manuel Ventura 
Robles, de Costa Rica. La jueza Cecilia 
Medina Quiroga, de Chile y Sergio Gar-
cia Ramírez, de México concluyeron sus 
mandatos. 

Nueva PubLicacióN De ceJiL: 
sUmaRIOs DE JURIsPRUDENcIa: 
IgUaLDaD y NO DIscRImINacIÓN 

CEJIL inauguró su serie Herramientas 
para la Protección de los Derechos Hu-
manos que consta de Sumarios de Juris-
prudencia organizados a partir de distin-
tos ejes temáticos. 

A través de esta iniciativa se pone a dispo-
sición de defensores y defensoras de de-
rechos humanos información fundamental 
sobre estándares de jurisprudencia na-
cional e internacional, apuntando de este 
modo a facilitar su acceso, utilización y 
aprovechamiento. 

El primer volumen publicado se ocupa 
de principios de Igualdad y No Discri-
minación. En éste se presenta una selec-
ción de partes textuales de decisiones de 
la Comisión y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos -Informes de Fondo, 
Sentencias y Opiniones Consultivas- que 
recorren un amplio abanico de casos de 
discriminación y desigualdad en el conti-
nente que motivaron algún tipo de respues-

ta por parte del sistema interamericano de 
protección de los derechos humanos. Se 
encuentra prevista la publicación para el 
próximo año de un segundo volumen de-
dicado a la violencia de género. 

OPiNióN cONsuLtiva sObre eL 
artícuLO 55 De La cONveNcióN 
americaNa 

En setiembre de 2009, la Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos emitió la 
Opinión Consultiva 20/09 sobre el artí-
culo 55 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos. 

Impulsada por Argentina, el pedido de 
Opinión Consultiva consultaba a la Corte 
respecto de si la posibilidad de designa-
ción de un juez ad hoc debería limitarse 
a casos de denuncias interestatales, y si el 
magistrado o magistrada del Estado denun-
ciado debía excusarse de participar en la 
sustanciación y decisión de las denuncias 
individuales contra su Estado; a través de 
estas consultas puntuales se impulsaba la 
interpretación de los artículos 55.3 y 55.1 
de la Convención, respectivamente. 

La Corte concluyó que la designación de 
jueces ad hoc está limitada a los casos 
contenciosos originados en comunica-
ciones interestatales, y que los jueces y 
juezas nacionales del Estado demandado 
no deben participar del conocimiento de 
casos contenciosos originados en el marco 
del trámite de peticiones individuales. 
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El trabajo de CEJIL durante el año 2009 
fue posible gracias al generoso aporte de 
las siguientes agencias: HIVOS, Ministerio 
de Relaciones Exteriores de Noruega, Dan 
Church Aid, Fondo de Contribuciones Vo-
luntarias de las Naciones Unidas para las 
Víctimas de la Tortura, Fondo de Desarro-
llo de las Naciones Unidas para la Mujer 
(UNIFEM) - Regional Brasil y Cono Sur, 
The Ford Foundation, The John Merck 
Fund, The John d. and Catherine Mac Ar-
thur Foundation, Ministerio de Relaciones 
Exteriores del Reino de Dinamarca, Natio-
nal Endowment for Democracy, Foundation 
to Promote Open Society (FOSI), Misere-
or, The Sigrid Rausing Trust, W.K. Kellog 
Foundation, The Oak Philanthropy, Diako-
nia, The Moriah Fund, Save the Children 
Suecia y donantes individuales y privados 
que desean mantenerse en el anonimato.
 

La Gaceta de CEJIL se publica periódica-
mente en castellano, inglés y portugués. A 
través de nuestra página web (http://www.
cejil.org) puede acceder a las Gacetas, o 
bien solicitar su envío dirigiéndose a algu-
nas de nuestras oficinas.
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